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Orden de 18 de abril de 2011, del Consejero de Sanidad y Consumo, por la que se inicia el procedimiento de elaboración del proyecto de Ley de Salud Pública y Seguridad Alimentaria.

Las profundas transformaciones derivadas de la evolución social, las nuevas tecnologías, la creciente movilidad de las personas, bienes y mercancías, la multiculturalidad y las expectativas crecientes de la ciudadanía en materia de salud pública hacen necesaria la revisión de los actuales servicios de salud pública con el objetivo de dar respuestas que sean efectivas, homogéneas, éticas y transparentes.

Si bien el objetivo principal del Proyecto de ley es potenciar la salud como bien público de máximo interés y reconocer el carácter transversal de la salud pública, la globalización de los riesgos ha tenido también sus efectos sobre la inocuidad y salubridad de los alimentos para consumo humano. En este sentido, en los últimos años la cuestión de la seguridad alimentaria ha adquirido gran protagonismo, con la aparición de diversas crisis, de gran calado internacional, relacionadas con la transmisión de enfermedades por medio de los alimentos. Estos acontecimientos han creado una conciencia colectiva sobre el legítimo derecho de las personas a consumir alimentos inocuos, seguros y saludables e implica el deber público de garantizar las condiciones para que dicha seguridad sea una realidad.

Esta palpable realidad recomienda que el proyecto que se tramita afronte los retos derivados de la salud pública y de la seguridad alimentaria.


En definitiva, la consideración de todas las variables con influencia en la salud se convierte en una condición esencial para tener una mayor garantía de enfoque y de estrategias eficaces así como en la organización de los servicios de salud pública de la Comunidad Autónoma del País Vasco.

No disponemos, en este momento, de legislación autonómica que de respuesta a estas necesidades de gestión de la salud pública y los riesgos en la salud asociados a la globalización, los determinantes de salud y las desigualdades sociales en salud. El tamaño poblacional, el nivel de desarrollo tecnológico y económico y la complejidad que presenta la estructura organizativa sanitaria de Euskadi recomiendan la organización, coordinación y estructuración de las actuaciones de salud pública a través de su desarrollo normativo.

La iniciativa legal que se plantea pretende superar este déficit actual afrontando los problemas de salud con un enfoque global que tenga en cuenta los contextos históricos y sociales en que se desenvuelve el individuo superando el tradicional enfoque puramente médico-asistencial.


La propuesta que se formula es coherente con el ordenamiento jurídico actual y trata de hacer efectivo el mandato constitucional del derecho a la protección de la salud.

La Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, incluyó la prevención de la enfermedad y la promoción de la salud entre las finalidades el Sistema Nacional de Salud. Mas recientemente, la Ley estatal 16/2003, de 28 de mayo, de Cohesión y Calidad del Sistema Nacional de Salud ha incluido las prestaciones de salud pública en el catálogo de prestaciones del Sistema Nacional de Salud. 
Estas prestaciones son definidas como el conjunto de iniciativas organizadas por la sociedad para preservar, proteger y promover la salud de la población, que deben ejercerse con carácter de integridad a partir de las estructuras de salud pública de las administraciones y de la infraestructura de atención primaria del Sistema Nacional de Salud y que deben ser provistas mediante la cartera de servicios.
Esta es la visión más moderna que tenemos de la competencia estatal del artículo 149.1.16 de la C.E. en materia de “bases y coordinación general de la sanidad” y en la que se enuncia la procedencia de nuevas iniciativas por parte de las Administraciones públicas autonómicas en las que se desarrollen y concreten las prestaciones de salud pública.

Conforme a esta previsión, este Proyecto de Ley tiene su encaje en el marco de las competencias que el Estatuto de Autonomía del País Vasco, en su artículo 18.1 atribuye a la Comunidad Autónoma y, conforme al cual, corresponde a la Comunidad Autónoma el desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación básica del Estado en materia de sanidad interior.


La manifestación de esta amplia potestad en materia de sanidad interior se reflejó en la Ley 8/1997, de 26 de junio, de Ordenación Sanitaria de Euskadi, en la que, si bien se define el marco institucional de la salud, sus contenidos y desarrollos posteriores tienen una orientación hacia la formulación de los derechos a la asistencia sanitaria y hacia la ordenación de los servicios sanitarios.
Se trata ahora de incorporar al ordenamiento jurídico, dentro de este amplio concepto de sanidad interior, la salud pública con una orientación global y transversal que supere el enfoque meramente médico-asistencial, reconociendo de antemano la posible concurrencia con otras materias y planos competenciales diferentes al estricto de “sanidad interior”. Referimos desde este primer momento la dificultad de deslindar la perspectiva sanitaria de las materias medioambientales o la reserva a favor de las Diputaciones Forales de determinadas competencias en materias como la sanidad vegetal, el desarrollo agrario, la sanidad animal, etc.
Tampoco ignoramos la concurrencia competencial que puede suscitarse con las administraciones locales y cuyo tratamiento debe realizarse en consonancia con las previsiones que al respecto se contemplen en el Proyecto de Ley Municipal de Euskadi que se encuentra en fase de elaboración.

Pero al margen de estas concurrencias, que deberán analizarse minuciosamente, queda un amplio margen de desarrollo de previsiones legales en materia de salud pública.

Nos encontramos en un momento adecuado para la aprobación de la iniciativa, tanto por la necesidad de dar respuesta a los actuales y futuros retos de la salud pública como por la coincidencia temporal con desarrollos legislativos de características similares que se están produciendo a nivel estatal y de otras Comunidades Autónomas, lo que permite homogeneizar y coordinar aquellas respuestas que necesitan un enfoque de ámbito supraautonómico. Cabe destacar el Proyecto de Ley General de Salud Pública aprobado el pasado día 4 de marzo por el Consejo de Ministros.

En virtud de lo expuesto y de conformidad con las previsiones  de la Ley 8/2003, de 22 de diciembre, por el que se determina el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general,
RESUELVO 
Artículo Único.- Ordenar el inicio del procedimiento para la elaboración del Proyecto de Ley de Salud Pública y Seguridad Alimentaria.

En la elaboración del Proyecto de Ley cuyo inicio se ordena se tomarán en consideración las siguientes premisas:

- El objeto principal de la regulación propuesta es potenciar la salud como bien público de máximo interés y reconocer el carácter transversal de la salud pública.

La Ley trata, por un lado, de establecer la ordenación de las actuaciones, las prestaciones y la cartera de servicios en materia de salud pública y, por otro, organizar y ordenar la estructura orgánica de la salud pública. 

- La propuesta que se formula es coherente con el ordenamiento jurídico actual y trata de hacer efectivo el mandato constitucional del derecho a la protección de la salud.


Este Proyecto de Ley tiene su encaje en el marco de las competencias que el Estatuto de Autonomía del País Vasco, en su artículo 18.1 atribuye a la Comunidad Autónoma y, conforme al cual, corresponde a la Comunidad Autónoma el desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación básica del Estado en materia de sanidad interior.

- Si bien el objetivo principal del Proyecto de Ley es potenciar la salud como bien público de máximo interés y reconocer el carácter transversal de la salud pública, la globalización de los riesgos ha tenido también sus efectos sobre la inocuidad y salubridad de los alimentos para consumo humano. En este sentido, en los últimos años la cuestión de la seguridad alimentaria ha adquirido gran protagonismo, con la aparición de diversas crisis, de gran calado internacional, relacionadas con la transmisión de enfermedades por medio de los alimentos. Estos acontecimientos han creado una conciencia colectiva sobre el legítimo derecho de las personas a consumir alimentos inocuos, seguros y saludables e implica el deber público de garantizar las condiciones para que dicha seguridad sea una realidad.


Esta palpable realidad recomienda que el proyecto que se tramita afronte los retos derivados de la salud pública y de la seguridad alimentaria.


En definitiva, la consideración de todas las variables con influencia en la salud se convierte en una condición esencial para tener una mayor garantía de enfoque y de estrategias eficaces así como en la organización de los servicios de salud pública de la Comunidad Autónoma del País Vasco.

- Si bien en el ámbito de la Comunidad Autónoma no existe una Ley específica en materia de salud pública, la Ley 8/1997, de 26 de junio, de Ordenación Sanitaria de Euskadi, articula el compromiso que adquieren los poderes públicos vascos con la ciudadanía respecto al desarrollo y aplicación del derecho a la protección de la salud y que evidentemente deberá ser revisado a la luz de esta nueva iniciativa.
Así mismo, las competencias y participación de otras administraciones deberá analizarse conforme a las nuevas previsiones que se contemplen en esta iniciativa y que, necesariamente, deberá ser coherente con las previsiones del Proyecto de Ley Municipal de Euskadi.

- En relación con los aspectos económicos relacionados con la nueva regulación, hay que indicar que el Proyecto de Ley que nos ocupa no implicará coste económico alguno y carecerá de incidencia presupuestaria. 

- En cuanto al método para la redacción bilingüe del texto, la traducción al euskera se realizará por el Servicio Oficial de Traducción (IZO), de acuerdo con el apartado 2.1.b) del anexo 4 del Manual de usuario de la herramienta de tramitación electrónica de disposiciones normativas de carácter general
- El proyecto de Ley que se elabore se aprobará inicialmente mediante Orden del Consejero de Sanidad y Consumo y se someterá al informe jurídico del propio Departamento.

 El texto resultante será sometido al trámite de audiencia de las Diputaciones Forales, de la Asociación Vasca de Municipios, de los Colegios Profesionales relacionados con el sector de la salud, de las asociaciones de consumidores y usuarios, y de las organizaciones sindicales y empresariales interesadas en el sector de la salud. Así mismo de impulsará la participación de las agrupaciones y asociaciones de profesionales, de afectados y asociaciones científicas para profundizar en el mayor consenso social posible en las cuestiones que se planteen.
Tras el análisis de las alegaciones que se formulen  se modificará el texto inicial y se elaborará un informe en el que se deje constancia de las razones de la aceptación y rechazo de las alegaciones.

El texto resultante deberá ser sometido al informe de Normalización Lingüística, de acuerdo con el Decreto 128/2007, de 31 de agosto, por el que se establece el régimen al que ha de ajustarse el trámite de evacuación de informe del Departamento de Cultura en el marco del procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general.
Así mismo, el texto será sometido al informe de Igualdad de Emakunde, de conformidad con la Ley 4/2005, de 18 de febrero, para la Igualdad de Mujeres y Hombres, en los términos previstos en su artículo 21 y concordantes, y al informe de la Dirección de Función Pública de conformidad con lo dispuesto en el artículo 6.1.a) de la Ley 6/1989, de 6 de julio, de la Función Pública Vasca.
Se someterá también al informe de la Comisión Consultiva de Consumo de Euskadi, en los términos previstos en el artículo 36.1.a) de la Ley 6/2003, de 22 de diciembre, de Estatuto de Personas Consumidoras y Usuarias.

Tras la elaboración de una memoria económica en la que se analizará la incidencia económica de la regulación propuesta y el coste que pueda derivarse para los particulares y la economía en general, el borrador se someterá al informe de la Oficina de Control Económico, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 25.2 de la Ley 14/1994, de 30 de junio, de control económico y contabilidad de la Comunidad Autónoma  de Euskadi.
Finalmente, el texto se someterá  a informe de la Comisión Jurídica Asesora, de conformidad con el artículo 3.1.a) de la Ley 9/2004, de 24 de noviembre, de la Comisión Jurídica Asesora de Euskadi.

- Se elaborará una memoria sucinta de todo el procedimiento, reseñando los trámites realizados, para su elevación al Consejo de Gobierno al objeto de que proceda a su aprobación.
En Vitoria-Gasteiz a 18 de abril de 2011
El Consejero de Sanidad y Consumo

Javier Rafael Bengoa Rentería
Sailburua


Consejero








PAGE  
2

_999595159.bin

_999595182.bin

